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Procesos de participación ciudadana y conflictos so-
cioambientales en proyectos de energías renovables hi-
droeléctricos y fotovoltaicos en el Ecuador 14

Carolina Guerrero

Resumen 
Considerando el contexto de cambio de matriz energética 

del país, que incluye los grandes proyectos hidroeléctricos y las 
repercusiones que se pueden derivar de los mismos, la presente 
investigación buscó analizar los procesos de participación ciuda-
dana y los conflictos socioambientales que surgieron. Se identifi-
caron los posicionamientos de las organizaciones de base comu-
nitaria, de los promotores de los proyectos y de las autoridades 
de control. 

La investigación se basó en dos estudios de caso de ener-
gías renovables no convencionales (ERNC) implementados en 
el Ecuador. El primer caso es de la central hidroeléctrica Calope, 
con capacidad para generar 16,5 MW de energía, ubicada en la 
provincia de Cotopaxi. El segundo caso es la central fotovoltai-
ca Paragachi, con capacidad para generar 995 kW, ubicada en la 
provincia de Imbabura. 

14	Este artículo hace parte de un trabajo académico de investigación de tesis para ob-
tener el título de Maestría en Estudios Socioambientales de la Facultad Latinoame-
ricana de Ciencia Sociales sede Ecuador.
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En la investigación se evidencian significativas diferencias 
entre cada caso de estudio, según sean los recursos empleados. 
Para el caso de la central fotovoltaica, la energía solar utilizada 
no es un recurso en disputa y no es un factor que genere conflic-
tos socioambientales en el territorio en el que se implementa, a 
diferencia del proyecto hidroeléctrico, en el que se emplean re-
cursos en disputa y con distintas valoraciones, que son un fac-
tor desencadenante de conflictos socioambientales. No obstante, 
se debe considerar que los procesos de participación ciudadana 
previos a la implementación de proyectos eléctricos, como el rol 
de las instituciones públicas, las externalidades generadas por el 
proyecto, entre otros aspectos, desempeñan un papel significati-
vo dentro de la sostenibilidad de los mismos.

Palabras Clave: Energía hidroeléctrica, energía fotovoltai-
ca, participación ciudadana, conflictos socioambientales.
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Introducción
En la actualidad la energía es el motor de cientos de activi-

dades. Los recursos no renovables como los combustibles de ori-
gen fósil (petróleo, carbón y gas), constituyen la principal fuente 
para la generación de energía y son los causantes de emisiones 
de gases de efecto invernadero (GEI) a la atmósfera que, al acu-
mularse, alteran su composición y provocan como resultado el 
cambio climático. 

Una de las alternativas para disminuir de manera soste-
nida las emisiones de GEI es el impulso de las energías reno-
vables. En los últimos años, tanto a escala mundial como en 
el Ecuador, se ha promovido la transición a sistemas energé-
ticos sostenibles. En Ecuador, este cambio se efectúa través 
de la construcción de proyectos estratégicos, como grandes 
hidroeléctricas, realizados por empresas privadas que aprove-
chan los recursos renovables con fuente solar, eólica, geotér-
mica, biomasa, mareomotriz e hidroeléctrica de capacidades 
menores. Ello implicó que se dejen de lado pequeños proyec-
tos interconectados a la red, porque no utilizaban energía re-
novable tradicional. 

Si bien la implementación de alternativas energéticas 
está planificada en el Ecuador y es promovida para minimi-
zar el impacto ambiental, aportar a la soberanía energética, a 
la seguridad en el abastecimiento y a la eficiencia energética, 
se deben considerar otros factores que pueden influir en la 
sostenibilidad de los proyectos, como impactos ambientales 
(cambios en el paisaje, alteración de caudales, etc.) y sociales 
(desplazamiento de poblaciones, conflictos socioambientales, 
entre otros). 
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Metodología
La metodología que se aplicó en esta investigación fue la 

de estudio de casos, que implica el “estudio de fenómenos con-
temporáneos a profundidad dentro de su contexto real, especial-
mente cuando los límites entre el fenómeno y el contexto no son 
evidentes, para lo cual se basa en el uso de múltiples fuentes de 
evidencia” (Yin 2009,18). 

La selección de los dos estudios de caso se realizó según el 
interés de la investigadora, considerando que tengan caracterís-
ticas similares entre sí. Ambos son proyectos implementados 
por empresas privadas y están catalogados como proyectos de 
ERCN15. La investigación se enfocó en los discursos y los posi-
cionamientos de las organizaciones de base comunitaria, de los 
promotores de los proyectos y de las autoridades de control, lo 
que permitió identificar el grado de empoderamiento de los ac-
tores sociales de los proyectos, así como las políticas empleadas 
tanto en el ámbito privado como en el público. 

1. Breve recorrido teórico
La presente investigación se consolidó a través de las teo-

rías propuestas por la Ecología Política y el Neo institucionalis-
mo. La Ecología Política es considerada como una de las líneas 
más importantes del pensamiento científico social de los últimos 
tiempos, al ser esta una confluencia entre las ciencias sociales 
con raíces en la Biología y los principios de la Economía Política 
(Peet y Watts 1996). Leff (2006) señala que a la “Ecología Política 
le conciernen no sólo los conflictos de distribución ecológica, 

15	ERCN: “Se consideran como energías renovables no convencionales a las fuentes: 
solar, eólica, geotérmica, biomasa, mareomotriz, hidroeléctrica de capacidades me-
nores, en los términos y condiciones establecidas en la normativa, y otras que se 
llegaren a definir en la regulación respectiva” (Ley Orgánica del Servicio Público de 
Energía Eléctrica 2015, Art. 3.10). 
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sino el explorar con nueva luz las relaciones de poder que se en-
tretejen entre los mundos de vida de las personas y el mundo 
globalizado” (Leff 2006, 22), en el que se incluyen aspectos eco-
lógicos y políticos.

Mientras que para Martínez Alier (2004) a través de su pro-
puesta del “ecologismo de los pobres” denota el aparecimiento 
de movimientos sociales ligados a la defensa de los recursos na-
turales. Esto lo hace bajo el contexto general de los conflictos 
ecológicos distributivos, entendidos como “los conflictos sobre 
recursos o servicios ambientales, comercializados o no comer-
cializados” (Martínez Alier 2004, 101).

Otro enfoque que se empleó en esta investigación es el 
Neo institucionalismo (nuevo institucionalismo). Esta corrien-
te teórica aborda la evolución de las diversas instituciones y 
sus estructuras, independientemente del gobierno; es decir, las 
prácticas políticas, conductas, reglas, racionalidades y demás 
variables que componen en conjunto al sistema político. Esta 
teoría explica la relación entre las instituciones, los actores in-
dividuales, el Estado y la democracia, desde diferentes perspec-
tivas, tanto políticas, sociales como económicas (North 1993; 
Rivas 2003).

Las instituciones juegan un rol importante ya que son “las 
reglas del juego en una sociedad o, más formalmente, son las 
limitaciones ideadas por el hombre que dan forma a la interac-
ción humana. Por consiguiente, estas estructuran incentivos en 
el intercambio humano, sea político, social o económico” (North 
1993, 13). En efecto, las instituciones intervienen en todas las 
acciones, desde las más básicas de nuestra vida diaria, e influ-
yen sobre el comportamiento social. Además, son una fuente 
“para la transmisión de conocimiento e información social de 
una generación a otra” (Knight 1992, 2), y permiten reducir las 
“incertidumbres propias de la interacción humana” (North 1993, 
41). Estas son un indicador clave para entender la evolución de 
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las sociedades en el tiempo y la base de las relaciones humanas, 
y constituyen el “marco en cuyo interior ocurre la interacción 
humana” (North 1993, 14).

La Ecología Política y el Neo institucionalismo están relacio-
nados debido a que sus enfoques permiten analizar los procesos 
y acciones sociales de diferentes organizaciones, actores sociales, 
prácticas discursivas, así como institucionales. La Ecología Polí-
tica tiende a considerar las interacciones sociales y ambientales, 
en las que destaca los procesos de apropiación de la naturaleza, 
los conflictos socioambientales y movimientos sociales; mientras 
que el nuevo institucionalismo tiene su base en el análisis de las 
instituciones y sus interacciones con los individuos.

1.1 Gobernanza y gobernabilidad 

La gobernanza y la gobernabilidad son dos enfoques que 
van de la mano, pero que tienen sus diferencias conceptuales. 
La gobernanza es concebida como las “condiciones financieras, 
sociales y administrativas necesarias para instrumentar y aplicar 
las decisiones políticas adoptadas y poder ejercer la autoridad” 
(Sosa Martínez 2000). La gobernabilidad, por otro lado, es en-
tendida como la capacidad del gobierno, a través de las institu-
ciones, de hacer frente a las demandas y conflictos sociales, es 
decir el proceso de gobernar (Fontaine 2010). Estos dos concep-
tos tienen en común la “acción del gobierno”. 

1.2 Gobernanza Ambiental y Energética

La gobernanza ambiental es un concepto que incluye arre-
glos organizacionales a través de los cuales se realiza el control y 
el seguimiento de los marcos legales (Fontaine et al. 2007), guia-
do por un proceso de diálogo y/o consensos entre distintos acto-
res (el gobierno y la sociedad civil), lo cual repercute en la toma 
de decisiones y la aplicación de regulaciones para el acceso y el 
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uso de los recursos naturales, así como el manejo del ambiente 
local (Vargas y Pasquis 2007; Jorquera 2011; Bebbington et al. 
2009). En otras palabras, la gobernanza ambiental es entendida 
como

[…] las formas políticas, sociales, y administrativas de gobernar 
el acceso y uso de los recursos naturales. Puede ser ejercida por 
medio de organizaciones e instituciones estatales y/o por orga-
nizaciones o instituciones de la sociedad civil, en ambos casos 
con mayor o menor incidencia de reglas de mercado (Vargas y 
Pasquis 2007, 109).

La gobernanza ambiental está estrechamente vinculada a la 
gobernanza energética. Esta relación se debe a que la gobernanza 
energética tiene interés en los límites sociales y ambientales del 
crecimiento (Fontaine 2010). La gobernanza energética se entien-
de como el “dispositivo institucional y legal que enmarca las políti-
cas energéticas nacionales y los intercambios económicos (…) que 
para su aplicación requiere considerar reglamentos ambientales y 
de consulta previa a las poblaciones” (Fontaine 2010, 101). 

1.3 Participación ciudadana 

La participación puede ser de dos tipos: la participación so-
cial y la participación ciudadana. Según Paz (2005), la primera 
hace referencia a procesos a través de los cuales la sociedad civil, o 
los actores sociales en general, se organizan y se expresan pública-
mente; mientras que la segunda se refiere a una socialización de la 
política y a la interacción entre Estado y sociedad civil para definir 
y alcanzar metas públicas. Por lo tanto, la primera participación 
debe ser una condición previa de la segunda participación.

Adicionalmente, la participación ciudadana en la política 
ambiental “garantiza la defensa de los recursos naturales, contri-
buye al fortalecimiento de la democracia participativa y permite 
la gobernabilidad” (Tobasura y Estrada 2007, 280). Sin embargo, 
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si el proceso participativo no se cumple en su totalidad, este se 
convierte en un mecanismo para informar, y crea únicamente la 
sensación entre los actores sociales de que se cumple con un pro-
ceso de participación democrático, cuando no es así (Tobasura y 
Estrada 2007).

1.4 Conflictos socioambientales

Existen diferentes maneras de definir a los conflictos, por 
una parte Cadarso (2001) establece que un conflicto social es un 
“proceso de interacción contenciosa entre actores sociales que 
comparten orientaciones cognitivas, movilizados con diversos 
grados de organización y que actúan colectivamente de acuerdo 
con expectativas de mejora, de defensa de la situación preexis-
tente o proponiendo un contraproyecto social” (Cadarso 2001, 
12). Desde la perspectiva de Martínez-Alier (2004), cuya base 
se centra en los conflictos ecológico-distributivos, se definen a 
los conflictos como aquellas situaciones generadas por un uso 
diferenciado de los recursos naturales y de los servicios que pro-
porcionan, así como por la desigual distribución de las exter-
nalidades ambientales (Martínez-Alier 2004). Para Bebbington 
“un conflicto puede ser entendido en términos de disputa sobre 
rentas. Desde una lectura del postdesarrollo (Escobar) se entien-
de como una manifestación de contradicciones entre distintas 
maneras de entender el desarrollo, la democracia y la sociedad 
deseada” (Bebbington 2009, 119). Por lo tanto, los proyectos que 
generan externalidades ambientales, sumados a las acciones que 
toman los actores sociales de una localidad, pueden constituir la 
base para un potencial conflicto ambiental (Walter 2009; Saba-
tini et al. 2000; Bebbington 2009). En este sentido, se considera 
que los conflictos socioambientales 

[…] ocurren entre actores de una localidad por intereses con-
trapuestos en torno al impacto ambiental o las externalidades 
de una determinada actividad o proyecto. Siendo importantes, 
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los intereses y la información –o desinformación– que posean 
los actores sobre las externalidades y sus consecuencias sobre 
la calidad de vida, el medio ambiente y las economías locales 
(Sabatini 1997, 83).

No obstante, para Folchi (2001), los conflictos emergen 
cuando se quiebra la forma en la que una sociedad se relaciona 
con el entorno, ya sea por su propia dinámica o por la injerencia 
de otros actores. Estos no son únicamente de “corte valórico o 
ideológico (ambientalista) sino que contienen una amalgama de 
percepciones, tradiciones y urgencias materiales” (Folchi 2001, 
82), por los que se los denomina como conflictos de contenido 
ambiental.

2. La investigación
Para la identificación de las conductas y racionalidades de 

los actores institucionales relacionados con el sector eléctrico del 
país, quienes desempeñan un papel fundamental antes, durante 
y después de la implementación de proyectos de energías reno-
vables, y quienes tienen la capacidad de establecer las reglas del 
juego para estos proyectos, se entrevistó a diferentes funciona-
rios de instituciones públicas: Agencia de Regulación y Control 
de Electricidad, Secretaría Nacional de Planificación y Desarro-
llo, Ministerio de Electricidad y Energía Renovable, Ministerio 
Coordinador de los Sectores Estratégicos, entre otros.

Existe una gran diferencia en el manejo de los proyectos de 
generación eléctrica realizados desde el Estado y desde el sector 
Privado. Por un lado, los implementados por el Estado cumplen 
las reglamentaciones existentes y efectúan acciones adicionales de 
socialización, mediante equipos técnicos que intervienen en la eje-
cución de los proyectos y generan una vinculación con los repre-
sentantes de gobiernos autónomos descentralizados, con quienes 
se impulsan procesos de participación. Estas acciones permiten 
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una mayor aceptación de los proyectos del sector eléctrico y el 
empoderamiento de los mismos por parte de los actores sociales 
locales.

Por otro lado, cuando se trata de proyectos impulsados 
por empresas privadas, se realiza únicamente lo establecido 
en las regulaciones. Esto incluye documentos técnicos y de 
estudio de impacto ambiental o ficha ambiental (dependien-
do de la categorización del proyecto) con su respectivo plan 
de manejo y proceso de participación social (Decreto Ejecu-
tivo 1040). Este último constituye un requisito para emitir la 
licencia ambiental. 

En este sentido, las instituciones públicas fungen como en-
tes de control, el tema de la socialización de los proyectos se indi-
ca solamente a manera de recomendación. Desde las institucio-
nes reguladoras se insta a los promotores de proyectos privados 
a mantener una fuerte vinculación con la comunidad, con el ob-
jetivo de evitar que diferentes percepciones sobre las externali-
dades ambientales de un proyecto generen intereses contrapues-
tos y se desencadenen conflictos. En opinión de los funcionarios 
entrevistados, los conflictos, han sido ocasionados en muchos 
casos por la intervención de organizaciones no gubernamentales 
como Acción Ecológica16.

Lo que siempre recomendamos a los promotores es que hagan 
una buen proceso de socialización, antes inclusive de la audien-
cia pública, ni están iniciando el proyecto, que vayan y tengan 
gente permanente para que no entren los de Acción Ecológica. 
Cuando la gente está convencida y con la verdad, ya es difícil 

16	ONG que “aborda los impactos que generan las actividades: petrolera, minera, 
camaronera, forestal, entre otras, así como también impactos ligados a la globa-
lización, el ARCA, la deuda ecológica y el cambio climático. Cuestionando a las 
actividades productivas a gran escala que atentan contra los derechos colectivos 
y ambientales de las comunidades locales” (Acción Ecológica, “Lineamientos: La 
Organización”, http://www.accionecologica.org/iquienes-somos/nuestros-linea-
mientos).
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que Acción Ecológica se meta; pero, cuando no lo hacen porque 
creen que todo está tranquilo ahí les cuesta, o sea cambiar la 
mentalidad de la gente, y sacarles a los de Acción Ecológica. 

Normalmente el tema del Decreto del 1040 es el básico para par-
ticipación social, sí han habido algunos problemas en algunos 
proyectos, pero justamente porque no han hecho un buen pro-
ceso de participación social. El problema es la injerencia de Ac-
ción Ecológica en los proyectos privados, porque ellos siempre 
tratan de extorsionar al privado para sacar algo de ellos, enton-
ces van a la población y les dicen cosas que no son entonces, cla-
ro, el proyecto tiene que invertir recursos para poner otra gente 
para revertir esa situación, para decirles la verdad que eso no hay 
ningún problema (Entrevista ERNC02 2015).

De manera general, los funcionarios de diferentes institu-
ciones no consideran como una problemática del sector eléc-
trico a los conflictos socioambientales. Esta concepción se debe 
a que existe la perspectiva que en el país no se han presentado 
mayores conflictos en torno a los proyectos; ya que estos más 
bien han originado beneficios económicos para las poblaciones 
locales.

2.1 Los casos de estudio 

Los casos de estudio en los que se centra la presente inves-
tigación son: la Central Hidroeléctrica Calope y la Central de 
Generación Fotovoltaica Paragachi. El primero es un proyecto 
a filo de río, impulsado por la empresa Enermax S.A., la cual 
empezó a operar desde finales del año 2006 en el cantón de La 
Maná y Pangua (Andes Centrales del Ecuador). El segundo caso 
es promovido por la empresa Valsolar Ecuador y está ubicado 
en la comunidad de San Francisco de Paragachi, en el cantón 
de Pimampiro (Norte Andino). Esta Central Fotovoltaica fue la 
primera de su tipo en instalarse en el Ecuador en el año 2012. 
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2.1.1 La Central Hidroeléctrica Calope

La central hidroeléctrica está diseñada con el método salto 
por derivación, con el cual se desvía el agua del río Calope me-
diante un azud y se conduce por tuberías a un reservorio desde 
donde se envía el agua bajo presión a las turbinas ubicadas en la 
casa de máquinas. En la central se encuentran además una sub-
estación y el inicio de una línea de transmisión de 30 km que se 
conecta al sistema nacional interconectado17 en la subestación 
de Quevedo. 

El proyecto hidroeléctrico ha sido cuestionado por el caudal 
que utiliza, en especial en épocas de estiaje, pues se considera 
que se lleva la totalidad del caudal del río (Navas s/f). Ese ele-
mento se constituye como una de las externalidades ambientales 
negativas más representativas para las diferentes comunidades. 
Asimismo, entre los impactos ambientales que se presentan, se 
encuentra el ruido generado por las turbinas y la disminución 
de peces en el río. Entre los impactos sociales están las interven-
ciones en la configuración territorial de las comunidades, las que 
sobre todo afectan a los medios de vida y de subsistencia de las 
poblaciones. Estas externalidades, sumadas a las actitudes de la 
empresa promotora, desencadenaron una fuerte conflictividad 
socioambiental alrededor de la hidroeléctrica.

Por otra parte, los procesos de participación o socialización 
que se realizaron, antes de la construcción del proyecto, fueron 
limitados y no incluyeron a todos los actores sociales de las dife-
rentes comunidades ubicadas en las orillas del río Calope.

Como resultado de la conflictividad presentada y a raíz de 
la criminalización de la movilización realizada por diferentes co-

17	El sistema nacional interconectado es el “sistema integrado por los elementos del 
sistema eléctrico conectados entre sí, el cual permite la producción y transferencia 
de energía eléctrica entre centros de generación, centros de consumo y nodos de 
interconexión internacional, dirigido a la prestación del servicio público de ener-
gía eléctrica, no incluye la distribución de electricidad” (Ley Orgánica del Servicio 
Pública de Energía Eléctrica 2015, Art. 3).
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munidades, la organización social de las diferentes comunidades 
se debilitó considerablemente. Esta situación devino en la ruptu-
ra de las interacciones entre los actores sociales o moradores que 
participaron en las movilizaciones con los que no lo hicieron, 
quienes ahora apoyan o se han vinculado al proyecto hidroeléc-
trico. Por lo tanto, hay un fraccionamiento del relacionamiento 
entre los habitantes asentados alrededor del proyecto.

2.1.2 La Central Fotovoltaica Paragachi

La central fotovoltaica inició sus operaciones en el año 2012, 
impulsada por la regulación CONELEC 004/11, la cual presen-
tó excelentes precios preferenciales18 para la compra, por parte 
del Estado, de la energía generada por centrales fotovoltaicas. La 
central tiene la capacidad de producir 995 kW a través de una 
planta de generación fotovoltaica que cuenta con 4 160 paneles 
solares, por medio de tecnología europea.

Si bien no hay intervenciones significativas en ecosistemas, 
ni intervenciones en la configuración territorial del lugar, que 
podrían desencadenar en conflictos socioambientales, tampoco 
se ha conseguido que el proyecto, que estará por al menos 15 años 
en el territorio, sea socializado e integrado en la comunidad. La 
falta de comunicación efectiva y de acceso a la información sobre 
el proyecto en la comunidad ha ocasionado distorsiones sobre 
los impactos ambientales del mismo.

Además, dentro de los estudios técnicos o los planes de ma-
nejo ambiental no se incluyó la participación ciudadana de la 
comunidad en donde se construyó el proyecto. Únicamente se 
realizó una socialización con los representantes comunitarios, en 

18	“Precio establecido para la generación con energías renovables no convenciona-
les que comprende, entre otros aspectos, costos fijos de inversión, administración, 
operación y mantenimiento, y costos variables considerando los aspectos de cada 
tecnología de generación; incluye además un componente de rentabilidad” (Regu-
lación Codificada CONELEC 001/13 2013, 4).



60 Procesos de participación ciudadana y conflictos socioambientales en 
proyectos de energías renovables hidroeléctricos y fotovoltaicos en el Ecuador

la que no se integró a todos los actores sociales locales. La mayo-
ría de los pobladores, incluso los niños y las niñas del cantón, no 
relacionan al proyecto dentro de su territorio. A pesar de que sus 
habitantes mencionan conocer el proyecto y haberlo visitado en 
varias ocasiones, no forma parte de la comunidad; no la conci-
ben como integrado a esta. 

3. Hallazgos
Considerando las particularidades de cada caso de estudio, 

se desprende el siguiente análisis: por una parte, las percepciones 
de los impactos ambientales, sociales y económicos generados 
por los proyectos, desde la posición de los actores locales, las 
empresas privadas y las instituciones públicas locales (Tabla 1). 
Por otra parte, se incluye un análisis sobre las racionalidades, los 
procesos de participación y las acciones en torno a un conflicto 
por parte de los diversos actores involucrados en proyectos de 
energías renovables no convencionales (Tabla 2).

Tabla 1. Impactos sociales, ambientales y económicos en los 
casos de estudio

Percepción Proyecto Hidroeléctrico Calope Central Fotovoltaica Paragachi

Impactos Actores 
sociales

Institu-
ciones 
locales

Empresa 
privada

Actores 
sociales

Repre-
sentantes 

GADs
Empresa privada

Ambientales D i sminu-
ción del 
c a u d a l . 
Afectación 
a la fauna 
a c u át i c a . 
Generación 
de ruido.

D e s c o -
noce si 
exi sten 
i m -
p a c t o s 
ambien-
tales del 
proyec-
to.

Implemen-
tación de 
un Plan de 
Manejo Am-
biental

Cambios 
en el cli-
ma de la 
comuni-
dad.

Descono-
cimiento 
sobre el 
proyecto.

No existen impactos 
ambientales
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Sociales Fragmen-
tación de 
los actores 
sociales, de 
acuerdo a 
su posición 
en relación 
al proyecto. 
Limitación 
actividades 
recreativas.

Se co-
n o c e 
sobre la 
conf lic-
tiv idad 
genera-
da por el 
proyecto 
pero no 
se han 
presen-
t a d o 
acciones 
por par-
te del 
GAD.

P r o y e c t o s 
de compen-
sación para 
mitigar los 
i m p a c t o s 
sociales y 
ambientales.

I n d i f e -
r e n c i a 
de los 
p ro m o -
tores del 
proyecto.

Descono-
cimiento 
sobre el 
proyecto.

Entrega de donativos.

Económicos No se ha 
diversifica-
do la eco-
nomía en 
las comu-
n i d a d e s . 
Fuentes de 
empleo a 
pobladores 
con cierta 
vinculación 
a la empre-
sa.

D e s c o -
n o c i -
mi e nto 
sobre los 
imp ac -
tos eco-
nómicos 
del pro-
yecto.

Fuentes de 
empleo a 
pobladores 
y compen-
s a c i o n e s 
económicas 
a las comu-
nidades

F u e n -
te de 
e m p l e o 
durante 
la cons-
trucción 
y una 
persona 
durante 
su fun-
c i o n a -
miento.

Descono-
cimiento 
sobre el 
proyecto.

Fuentes de empleo y 
diversificación econó-
mica.

Fuente: elaboración propia.

Considerando los dos casos de estudio, los impactos am-
bientales se presentan principalmente en el proyecto hidroeléc-
trico con la disminución del caudal y su impacto en las activi-
dades culturales y recreativas de la población, así como la fauna 
acuática y el ruido de las turbinas. Mientras que para la central 
fotovoltaica existe la percepción de que un impacto es el cam-
bio del clima en la comunidad, aunque no existe evidencia que 
esta percepción constituya una externalidad ocasionada por el 
proyecto. 

En ambos casos de estudio, las instituciones públicas locales 
desconocen los impactos que se han generado por los proyectos 
en las comunidades. Algunas de las instituciones conocen so-
bre los proyectos pero no han tenido acceso a la información 
técnica o ambiental de los mismos. En relación a las empresas 
privadas promotoras de los proyectos, para el caso del proyecto 
hidroeléctrico se aplica un plan de manejo ambiental para miti-
gar los impactos. Mientras que para la central fotovoltaica no se 
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han presentado impactos ambientales significativos por lo que 
no ha intervenido la empresa promotora.

Los impactos sociales identificados en los casos de estudio 
son evidentes. Por una parte, en el caso de la hidroeléctrica cons-
tituye la fragmentación de las organizaciones sociales, deriva-
do de los conflictos socioambientales y la criminalización a las 
movilizaciones sociales. Por otra parte, en la central fotovoltaica 
únicamente se percibe apatía de la empresa, aunque no ha sur-
gido conflictividad. Las políticas de compensaciones adoptadas 
por las empresas promotoras, para el caso de la hidroeléctrica, 
están ligadas a evitar nuevas interrupciones en el funcionamien-
to del proyecto y podría decirse que obedecen a una lógica de 
prevención de crisis. Mientras que para la central fotovoltaica 
Paragachi, la empresa ha realizado pequeños donativos, básica-
mente la entrega de fundas de caramelos en la escuela de la co-
munidad.

Un aspecto interesante en los casos estudiados es la percep-
ción del bienestar económico que tienen los promotores de los 
proyectos y los habitantes. Los promotores consideran que se ha 
diversificado las fuentes de ingresos económicos en las comuni-
dades. No obstante, en realidad, los moradores consideran que 
estas fuentes de empleo solo emergieron de manera específica 
durante la fase de construcción de las obras civiles. Cabe pun-
tualizar que para el caso de la central hidroeléctrica todavía se 
mantienen empleos (guardias de seguridad y personal de man-
tenimiento) para pobladores de las comunidades, mientras que 
para la fase de operación de la central fotovoltaica hay un solo 
puesto de trabajo (guardia de seguridad).

Este aspecto también ha sido presentado dentro del discurso 
de instituciones públicas como uno de los principales beneficios 
de los proyectos. Sin embargo, los actores comunitarios conside-
ran como una oferta incumplida por las instituciones públicas y 
empresas privadas. En efecto, los proyectos (en referencia a am-
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bos casos) no generan fuentes de empleo que contribuyan a la 
diversificación económica y bienestar de las comunidades. 

Tabla 2. Análisis de las racionalidades, participación y accio-
nes en torno a los conflictos socioambientales

Actores Campo Racionalidad 
Instrumental

Participación 
ciudadana

Acciones en torno a los 
conflictos socioambientales

Líderes comu-
nitarios 

Campo social 
(identidad y 
cultura) definido 
por la relación 
entre la sociedad 
y naturaleza.

Racionalidad con 
base en valores y 
convicciones, para 
la defensa de los 
medios de vida.

Debilidades en la 
estructura comu-
nitaria para im-
pulsar procesos de 
participación. Se 
presentan dificul-
tades para que las 
demandas sean 
escuchadas.

Movilizaciones cuando se 
afectan los medios de vida. 
Organización para la defen-
sa del territorio. 

Instituciones 
públicas del 
sector eléctrico

Campo político 
relacionado con 
la Constitución y 
la legislación.

Racionalidad del 
Estado, enfocada 
en la administra-
ción y organiza-
ción del territorio. 
Valoración de los 
recursos natu-
rales (fuentes de 
energía) e imple-
mentación de pro-
yectos.

Prioridad para 
generar espacios 
de participación 
para los proyectos 
impulsados por el 
Estado. 
Disponibilidad de 
reglamentación 
para procesos 
de participación 
social enfocados 
únicamente en la 
información de un 
proyecto, más no 
una consulta so-
bre la implemen-
tación o no de un 
proyecto.

No existen mecanismos ins-
titucionalizados para regu-
lar o manejar los conflictos 
socioambientales.

Empresa Pri-
vada

Campo econó-
mico.

Racionalidad eco-
nómica, con base 
en los beneficios 
que la empresa 
pueda percibir.

Procesos de par-
ticipación a con-
veniencia de sus 
intereses.

Limitados canales de diálo-
go. Criminalización de mo-
vilizaciones. Prácticas clien-
telares y patrimonialistas 
para evitar conflictos.

Instituciones 
públicas loca-
les (GADs)

Campo político 
relacionado con 
la Constitución y 
la legislación.

Racionalidad del 
Estado, enfocada 
en la administra-
ción y organiza-
ción del territorio, 
con base en sus 
competencias.

No existe vincu-
lación directa con 
procesos de par-
ticipación para el 
sector eléctrico.

No intervienen directamente 
en las demandas y conflictos 
socioambientales ocasiona-
dos por proyectos de energías 
renovables.

Fuente: Elaboración Propia.

En los dos proyectos de energías renovables no conven-
cionales se presentan similitudes. Por una parte tenemos los 
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deficientes o inexistentes procesos de participación ciudadana, 
usualmente apegados a la conveniencia de los promotores del 
proyecto, así como el desconocimiento general por parte de re-
presentantes de instituciones públicas locales y de la población 
sobre los detalles técnicos, estudios de impacto ambiental, as-
pectos claves de la ERNC, como su contribución al cambio de la 
matriz energética del país y su aporte en la disminución de las 
emisiones de gases de efecto invernadero. 

Resulta difícil generalizar qué organizaciones sociales o mo-
vimientos sociales se originan cuando hay conflictos socioam-
bientales ocasionados por proyectos de energías renovables no 
convencionales. En el caso de la central fotovoltaica no existen 
organizaciones que se hayan involucrado o surgido en específico 
por el proyecto, mientras que para el caso de la hidroeléctrica 
surgió un movimiento social enfocado en la defensa de los recur-
sos hídricos, durante la construcción del proyecto.

En ambos casos de estudio la participación ciudadana y la 
inclusión de las poblaciones locales, como interlocutor legítimo 
del desarrollo, no han sido consideradas. Las empresas privadas 
desarrollan procesos en torno a su racionalidad económica. En 
este sentido, los procesos de gobernanza ambiental en los terri-
torios han sido ejecutados principalmente entre actores privados 
sin vinculación de las instituciones públicas ni actores locales. La 
intervención del Estado en estos procesos ha sido muy limitada y 
destinada a funciones de regulación. El rol desempeñado por los 
actores institucionales locales –GADs municipales– tampoco ha 
sido significativo en los proyectos.

Finalmente, en relación al proceso de investigación, se dio 
con facilidad el diálogo con funcionarios de diferentes institu-
ciones públicas sobre los proyectos de ERNC; sin embargo, no se 
pudo acceder a la información recabada en los estudios de im-
pacto ambiental de cada caso. Por otro lado, el trabajo de campo 
de la central fotovoltaica, ubicada en una sola comunidad, se rea-
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lizó directamente con líderes, niños y niñas de la comunidad y 
representantes de la empresa. Mientras que para el caso la central 
hidroeléctrica, en la que cada componente del proyecto se ubica 
en una comunidad diferente, se presentaron dificultades en la 
movilización, así como insuficientes condiciones de seguridad, 
e información limitada por parte de empleados de la empresa 
promotora y líderes comunitarios.

Conclusiones
Desde las instituciones públicas, relacionadas al sector 

eléctrico, se ha impulsado el cambio de la matriz productiva y 
de la matriz energética con base en los artículos de la Constitu-
ción del Ecuador. Por esta razón, uno de los aspectos incluidos 
ha sido el impulso de energías renovables no convencionales; 
sin embargo, éstas son condicionadas por las regulaciones del 
sector eléctrico que durante esta investigación se encontraban 
en transición, lo cual frenaba las inversiones privadas en pro-
yectos de ERNC.

Las instituciones públicas vinculadas al sector eléctrico tie-
nen un discurso en torno a la sustentabilidad ambiental de los 
proyectos de energías renovables. Éstos buscan disminuir los im-
pactos ambientales negativos de la generación eléctrica, que em-
plea como base los hidrocarburos. Más allá de esto, no se toma 
en cuenta la sustentabilidad social de los mismos, lo que deja al 
descubierto una gran debilidad en las políticas instrumentadas 
del sector eléctrico. Aún persiste un evidente descuido en el ma-
nejo y regulación de las valoraciones sociales, la percepción y la 
aceptación de las tecnologías de la energía renovable.

Dependiendo del proyecto, los proyectos de energías reno-
vables no convencionales están sujetos a las decisiones que se 
toman desde directorios, comités interinstitucionales o equipos 
técnicos. Las autorizaciones son emitidas por las instituciones 
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públicas centralizadas, lo que ha ocasionado una desconexión 
entre los tomadores de decisiones, los gobiernos locales, las co-
munidades y la realidad en las zonas en las que se implementan 
los proyectos. Si bien es cierto que quienes aprueban un proyec-
to se rigen por estudios técnicos presentados por el proponente, 
esto ha ocasionado un desapego a la realidad local, así como un 
total desconocimiento de la conflictividad social y ambiental en 
el área y en torno a los proyectos eléctricos. 

Asimismo, el discurso apegado a la sustentabilidad de los 
proyectos de energías renovables no convencionales es adoptado 
por los actores empresariales, quienes valoran a los recursos na-
turales y el territorio desde una dimensión monetaria. Mientras 
que los actores sociales miran a los recursos naturales como eje 
de su medio de vida. 

La forma de implementar los proyectos de ERNC en el país 
constituye un factor para que estos no se hayan asimilado en los 
territorios. Es decir, las poblaciones asentadas junto a los proyec-
tos no se han apropiado de los aspectos relevantes o de las carac-
terísticas favorables para el ambiente. Únicamente se ha puesto 
énfasis en los aspectos negativos de los mismos, en las externali-
dades percibidas como tales.

La implementación de los proyectos no ha incluido proce-
sos de consulta previa. Lo único realizado han sido procesos ape-
gados al cumplimiento de la normativa parar informar o sociali-
zar los proyectos a los representantes comunitarios. Los procesos 
no han sido transparentes, pues no han facilitado la información 
pertinente, ni han abarcado a la totalidad de los actores socia-
les locales. En este sentido la participación ciudadana ha sido 
supeditada a la conveniencia de las empresas privadas, sin una 
posición del Estado.

Al ser proyectos que están a cargo de empresas privadas, 
se ha posicionado a las instituciones públicas como regulado-
res de los procesos. Estas instituciones debido a la desconexión 
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con las realidades locales, desconocen la existencia de conflic-
tos, por lo que los actores locales desconfían del accionar de las 
instituciones públicas. Las autoridades locales no disponen de 
políticas para vincularse a los proyectos de ERNC, por eso no 
desempeñan un papel relevante en su implementación y mucho 
menos intervienen en los conflictos. Por lo tanto, los procesos de 
gobernanza local, ambiental y energética han sido limitados en 
estos proyectos.

Como se ha evidenciado en la investigación, no se conside-
raron factores biofísicos, culturales, económicos y ambientales 
de las zonas donde se implementaron. Por ello, es necesario que 
el Estado y las empresas reconozcan a las poblaciones locales y 
que estas sean partícipes de los proyectos, se involucren, los co-
nozcan y accedan a una distribución equitativa de sus beneficios. 

Considerando la realidad nacional y las particularidades de 
los dos proyectos de ERNC observados, la central hidroeléctrica 
y la fotovoltaica evidencian una diferencia significativa entre el 
tipo de proyecto. Por un lado, la energía solar empleada en la 
central fotovoltaica no es un recurso en disputa, por lo tanto no 
ha sido un motivo para que se den conflictos socioambientales 
en el territorio, a diferencia de lo que ocurre en el otro proyecto, 
en relación a los recursos hídricos, que sí son recursos en disputa 
y con distintas valoraciones, dada la diversidad de su uso (desde 
consumo humano, hasta el uso recreativo), factor que ha influi-
do en la generación de conflictos socioambientales y ecológicos 
distributivos.

Los conflictos de contenido ambiental no han generado 
cambios de las prácticas empresariales, más bien han influido en 
el fraccionamiento de la organización social en las comunidades. 
Esto constituye un aspecto que limita la ejecución de nuevos pro-
yectos, especialmente para el caso de las hidroeléctricas, pues la 
conflictividad alrededor del agua sigue siendo elevada, a diferen-
cia de otros proyectos de energías renovables como las centrales 
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fotovoltaicas. En estas no existe una apropiación de los recursos 
solares, ni se considera la verdadera riqueza de la energía de sol.

Lo anterior no quiere decir que los proyectos de ERNC sean 
del todo conflictivos, sino, más bien, se señala la necesidad de 
incluir normativas o reglas de juego desde el ente regulador del 
sector eléctrico para las energías renovables no convencionales. 
Además, el manejo del proyecto debe ser acorde a las configura-
ciones del territorio y no únicamente a la delegación de estudios 
técnicos realizados por otras instituciones ajenas a la realidad lo-
cal. Los procesos de participación social son ejecutados previa-
mente para la obtención de licencia ambiental. La complejidad 
del entramado social, los procesos de vinculación y participa-
ción ciudadana no deben considerarse únicamente como un ele-
mento para cumplir con procedimientos legales, sino como un 
eje transversal de los proyectos.

Recomendaciones
Es necesario que en el país se implementen mecanismos 

para promover un verdadero diálogo entre el Estado, empresas 
privadas, comunidades y sociedad civil, sin que este se instaure 
como una actividad para ofertar plazas de trabajo o negociacio-
nes sobre compensaciones. Es importante que se considere una 
vinculación entre sociedad y proyecto, no solo considerando 
como interlocutor a la empresa privada y comunidades, sino con 
una participación visible de actores de las instituciones públicas 
con competencias en el sector eléctrico. El objetivo sería buscar 
una solución social a las problemáticas, evitar la criminalización 
a las acciones de los líderes/as y la imposición de soluciones, así 
como contribuir a la sostenibilidad de los proyectos de energías 
renovables no convencionales en el Ecuador.
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